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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de junio del año 2011 dos mil once. . .    
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 432/2010-JN, promovido por el Licenciado Francisco Sánchez Martínez, quien se ostenta como Apoderado de “Distribuidora Mexicana de Gas L.P.”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que la parte actora dice le fue notificada a su poderdante la resolución impugnada; que fue el 30 treinta de septiembre del 2010 dos mil diez; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la resolución dictada dentro del expediente administrativo número VO/271/2009, (doscientos setenta y uno diagonal dos mil nueve) de fecha 20 veinte de septiembre del 2010 dos mil diez; por la que se impuso una multa por la cantidad de $17,975.10 (Diecisiete mil novecientos setenta y cinco pesos 10/100 moneda nacional); se encuentra acreditada en autos con el original que de la propia resolución, obra en el secreto de este Juzgado; documental que ofrecida y admitida como prueba a la parte actora (visible en copia certificada a fojas 26 veintiséis y 27 veintisiete del expediente del presente proceso); merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al ser emitida por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental, servidor público en el ejercicio de sus funciones, además que al contestar la demanda, reconoce el contenido de la resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser de Orden Público y por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el ciudadano Francisco Sánchez Martínez. . . . . 

La personalidad con la que comparece el ciudadano Francisco Sánchez Martínez en el presente proceso administrativo; se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia del primer testimonio de la Escritura Pública número 7,489 siete mil cuatrocientos ochenta y nueve, expedida el 29 veintinueve de febrero de 2008 dos mil ocho, (palpable en autos, en copia certificada, a fojas 11 once a la 17 diecisiete), tirada ante la fe de la Licenciada Josefina Sosa Ramírez, titular de la Notaría Pública número 32 treinta y dos, en legal ejercicio en el Distrito de Bravos de Ciudad Juárez, Chihuahua; Escritura en la cual se hizo constar que el ciudadano Miguel Zaragoza Fuentes, en su carácter de apoderado general y Vicepresidente del Consejo de Administración de la sociedad mercantil denominada “Distribuidora de Gas L.P.”, Sociedad Anónima de Capital Variable; otorgó poder general para pleitos y cobranzas a favor de, entre otras personas, del Licenciado Francisco Sánchez Martínez, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley, con la sola excepción de la facultad de hacer cesión de bienes, según se aprecia en la cláusula primera de dicha escritura. . . . . 

Copia que, certificada por el Licenciado Rubén Vázquez Medina, Notario Público número 5 cinco del Partido Judicial de Irapuato, Guanajuato, da fe de la existencia de su original y que constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código; aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con que comparece el ciudadano Francisco Sánchez Martínez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                        

De lo expuesto por la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 27 veintisiete de octubre de 2009 dos mil nueve, el Director de Regulación y Verificación Ambiental, emitió la orden de inspección número VO/271/2009-1 (doscientos setenta y dos diagonal dos mil nueve uno), dirigida al Propietario, representante legal y/o encargado respecto del inmueble ubicado en Camino Arroyo Seco kilómetro 1.5 uno punto cinco, colonia Arroyo Hondo de esta ciudad, para efecto de verificar, entre otras cosas, verificar los niveles de emisión de ruidos y lo referente al permiso de anuncio fonético. . . . . . . . . . . . . . .

 El día 29 veintinueve de octubre de ese mismo año, el ciudadano Federico Vicente Ávila Ramírez, en su carácter de inspector adscrito a la Dirección de Protección al Ambiente Municipal, practicó la visita de inspección en el inmueble antes mencionado, entendiéndola con una persona que dijo llamarse Jorge Morado Martínez, según consta en el acta que al efecto se levantó. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Finalmente, con fecha 20 veinte de septiembre del 2010 dos mil diez, con sustento en la orden y la visita de inspección antes reseñadas, el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental emitió la resolución en la que por infringir diversos dispositivos del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental de León, Guanajuato, impuso a la persona moral denominada “Distribuidora Mexicana de Gas L.P.” la sanción de multa por la cantidad de $17,975.10 (Diecisiete mil novecientos setenta y cinco pesos 10/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De la señalada resolución, la parte actora aduce que es ilegal porque se encuentra viciada de origen en razón de que está apoyada en actuaciones ilegales, como la orden y acta de visita de inspección; el inexistente emplazamiento a su poderdante; y, vicios en el procedimiento. Por su parte, la demandada, en su contestación, señala que la resolución impugnada y los actos que le antecedieron se encuentran fundados y motivados; sosteniendo la legalidad de los mismos; constituyendo tales actos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en relación con el artículo 265 fracción VII del mismo ordenamiento, al referir que la parte actora no expresa ningún agravio. . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que se plantea; en razón de que, para quien resuelve, el actor sí planteó conceptos de impugnación en su escrito de demanda, los cuales son susceptibles de estudio, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso, en la medida en que combatan directamente la parte considerativa que controvierte y expresen la lesión o agravio que la resolución impugnada le provoca, así como los motivos que generan esta afectación. Estudio que se hará al resolverse la cuestión de fondo del asunto, razón por la que no puede afirmar válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación, dando con ello lugar a que no surta efectos la hipótesis de improcedencia que invoca la demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por otra parte, de oficio, este Juzgador no advierte que se actualice alguna causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo del negocio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación expuestos por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, este Juzgador se avocará al estudio de aquél que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el primero (visible a fojas 3 tres y 4 cuatro del presente expediente), sin necesidad de transcribir tal concepto, ni los restantes, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el señalado concepto de impugnación, la parte actora manifiesta esencialmente, que dentro de los preceptos legales que se contienen en la orden de inspección no se acreditó la existencia de las facultades de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por su parte, la autoridad demandada en su contestación, al referirse al concepto de impugnación que se analiza, (foja 38 treinta y ocho del expediente), expuso: “Los argumentos que expone el actor, evidentemente son improcedentes puesto que los actos realizados por el suscrito y el personal a mi cargo se encuentra debidamente fundado y motivado…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Analizado que es lo anterior así como las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial la orden de inspección número VO/271/2009-1 (doscientos setenta y uno diagonal dos mil nueve guión uno), este Juzgador considera que el concepto de impugnación en estudio es fundado, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Como lo expone el justiciable, el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental no acredita la existencia de sus facultades; las que en el caso concreto, para quien resuelve, se refieren a las facultades para emitir la orden de inspección; lo que para quien resuelve, resulta cierto ya que efectivamente en la orden de inspección que sirve de sustento a la inspección practicada y en consecuencia a la resolución impugnada, no se hace referencia alguna a artículo o artículos en los que se funde la competencia del demandado para ordenar la práctica de visitas de inspección a empresas y establecimientos, así como a predios, locales, desarrollos inmobiliarios a fin de verificar que no se contravenga la normatividad ambiental aplicable en materia municipal, pues ninguno de los dispositivos de los ordenamientos legales que se contienen en la citada orden de inspección, le confiere tal facultad; lo que es más, se hace referencia a un reglamento que a la fecha de emisión de la orden de inspección, ya se encontraba abrogado, como lo es el Reglamento Orgánico Municipal de León, Guanajuato, el cual fue abrogado al entrar en vigor, el 27 veintisiete de octubre de 2009 dos mil nueve, el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, es de concluir que la orden de inspección que da origen a la resolución impugnada, no cumple con el principio de legalidad de la debida fundamentación; pues en la misma se debió citar el o los ordenamientos jurídicos aplicables y vigentes al momento en que se emite la multicitada orden, por lo que al no fundar, el Director demandado, su competencia para ordenar la inspección, consignando dispositivos legales que no son aplicables al caso concreto, se traduce en que mencionada orden se encuentra indebidamente fundada; lo que incumple con el elemento de validez de los actos administrativos, previsto en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación marcado como primero; por haberse emitido la orden de inspección, -Que dio inicio al procedimiento administrativo-, con una indebida fundamentación; lo que afecta la defensa del particular, y trascendió en el sentido de la resolución impugnada al constituir dicha orden parte de su motivación; con fundamento en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se declara nula la resolución de fecha 20 veinte de septiembre del 2010 dos mil diez, recaída en el expediente administrativo VO/271/2009 (doscientos setenta y uno diagonal dos mil nueve), mediante la cual se impuso, a “Distribuidora Mexicana de Gas L.P.” una multa por la cantidad de $17,975.10 diecisiete mil novecientos setenta y cinco pesos 10/100 Moneda Nacional); por lo que en consecuencia procede decretar su nulidad total, en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; al tener su sustento, como ya se dijo, en la orden de inspección número VO/271/2009-1 (doscientos setenta y uno diagonal dos mil nueve guión uno) de fecha 27 veintisiete de octubre de 2009 dos mil nueve, misma que está viciada de origen y, por lo tanto, resulta ilegal. . . 

Como apoyo a lo anterior, resulta aplicable el criterio que los Tribunales Colegiados de Circuito sostienen en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . .
“ORDEN DE VISITA. LA ILEGALIDAD DE LA MISMA PRODUCE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Considerando que la orden de visita es el acto administrativo que da inicio al procedimiento de fiscalización, debe estimarse que la ilegalidad de dicho acto implica necesariamente la inexistencia de la base de tal procedimiento, por lo que debe declararse la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas con apoyo en el procedimiento cuya orden de visita fue declarada ilegal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Novena Época. Registro: 195739. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VIII, Agosto de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI.2o. J/144. Página:   753. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

OCTAVO.- En virtud de que lo planteado en el primer concepto de impugnación analizado, resultó fundado, y es suficiente para declarar la nulidad total de la resolución impugnada, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .
SEGUNDO.- Procedió el presente proceso administrativo interpuesto. . . . . 
TERCERO.-  Se decreta la nulidad total de la resolución de fecha 20 veinte de septiembre del 2010 dos mil diez, dictada dentro del expediente administrativo número VO/271/2009 (doscientos setenta y uno diagonal dos mil nueve); por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Séptimo de esta misma sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
